
Barranquilla, Marzo 06 de 2023 
 
 
Señores: 
JUZGADOS PENALES ADMINISTRATIVOS DEL ATLANTICO 
E. S. D. 
 
Vía Internet: rhumba@cendoj.ramajudicial.gov.co, regional.atlantico@procuraduria.gov.co, 
atlantico@defensoria.gov.co, notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 
 
 
Asunto: ACCIÓN DE TUTELA CONSTITUCIONAL COMO MECANISMO PARA EVITAR 
PERJUICIOS IRREMEDIABLES. 
Accionados: SAUL DE LA TORRE PIZARRO, que funge como Juez de Paz, Localidad Norte 
Centro Histórico, correo sauldelatorrepizarro@gmail.com, Fiscalía 33 Local, Alcaldía de 
Barranquilla, Procuraduría General de la Nación Barranquilla, Consejo de la Judicatura 
Atlántico. 
Accionante: JORGE ANTONIO PEREZ ESLAVA, identificado con la cedula de ciudadanía No. 
13.832.923 de Bucaramanga 
 
 
JORGE ANTONIO PÉREZ ESLAVA, mayor de edad, C.C. No. 13.832.923 de Bucaramanga, 
residenciado en BARRANQUILLA en la calle 65B No. 42 - 09 Apto. 502 Edifico Castilla, a este 
despacho vengo para interponer la acción constitucional que es menester desplegar, ante el 
conculcamiento de derechos fundamentales relativa al capítulo I título II de la Ley de Leyes 
especialmente los distinguidos en los Arts. 23, 13- 1, 29. 228, 229 - 330, 95 de la C.N. y 86, ley 
1755 de 2015, como así se va a relacionar los cuestionamientos, teniendo en cuenta el contenido 
anexo del folio 1 al 33, en el caso que nos ocupa, se trata de lo denunciado, según contenido anexo, 
remitido vía internet, comenzando por un incidente de nulidad fechado Marzo 18 de 2022, el cual 
siendo que fue remitido mediante derecho de petición, incluyendo a la Procuraduría, se ocultó y se 
omitió el debido tramite que se le debió dar en los términos de ley, y la Procuraduría y fiscalía como 
si no hubieran existido, pronunciándose únicamente la Alcaldía en Junio 11 de 2022, que de 
acuerdo a su contenido se cuestiona al Juez de Paz por violar la competencia de tan facilista 
conciliación optada, dado a la cuartada del Juez con CARLOS RAMON MENDOZA RIVALDO, que 
no contento este último y para poder inducir en error también a las demás autoridades y Fiscalía 
opta con una denuncia, correspondiente de folio 29 al 33, ocultando las verdades, donde provino 
la denuncia, ANTE LA Fiscalía 33 Local, de parte del suscrito por falsedad, falso juramento en 
concurso con fraude procesal contra CARLOS RAMON MENDOZA GIRALDO, fechada Noviembre 
08 de 2022, correspondiente de folio 1 al 4, remitida a los diferentes Despachos vía correo 
electrónico, no obstante de ser también la Denuncia mediante Derecho de Petición sin que hasta 
la se hayan pronunciado, poniendo también en conocimiento que cualquier actuación se me 
informara a mi dirección por no saber manejar computador y que no se deberían aprovechar de esa 
circunstancialidad, lo que enmarca el concurso de violaciones ya puestos en conocimiento como 
libre acceso a la administración de justicia Art. 29 de la C.P. consagrados como principios 
fundamentales por el Art. 229 ajusten, violación también a la defensa materia, la debida 
contradicción, doble instancia y la verdad, como la garantía de un recurso judicial efectivo 
vulnerado, incluyendo las violaciones que se dieron teniendo los artículos 1 - 29 - 228 - 229 - 330 
de la Constitución, etc. 
 
2.- Lo concerniente a esta Tutela, teniendo en cuenta el contenido anexo, de folio 1 al 33, a lo 
sucedido con CARLOS RAMON MENDOZA RIBALDO, esposo de la señora DIANA, como real 
propietaria del apartamento en el Edificio Castilla, calle 65B No. 42 – 09, se trata de las diferentes 
irregularidades de parte del ya mencionado CARLOS MENDOZA cuando era el administrador del 
edificio, entre ello que a tipo personal se adjudicó un sueldo a espaldas de los propietarios de los 
apartamentos en el Edificio Castilla, como así se pone en conocimiento en el incidente de nulidad 
anexo y denuncias ante la Fiscalía y Procuraduría, sin que se les haya dado el trámite 
correspondiente, menos de parte de la Fiscalía donde se denota que por la existencia de la ley 906 
de 2004 y sus artículos 69 y 79, prefieren más prevaricar que ser transparentes, puesto que esa 
ley de 2004 permite archivar sin investigar como lo e en el caso que nos ocupa, puesto que se le 
estaría echando tierra a lo denunciado, como si  tampoco existiera la Procuraduría menos el 
llamado Consejo de la Judicatura. 
 
3.- Retomando la conducta non santa del mencionado administrador, CARLOS RAMON MENDOZA 
RIVALDO, y teniendo en cuenta el contenido anexo, pues su conducta no es la mejor, más, que si 
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la real propietaria donde vive CARLOS MENDOZA, es su señora DIANA, que antes de la pandemia 
CAROS MENDOZA la saco de su apartamento con sus hijos, para meter otras mujeres, lo que 
amerita la intervención del Bienestar Familiar y Defensoría del Pueblo como si verdaderamente 
existieran, tampoco está bien las astucias del Juzgado que le correspondió el divorcio de CARLOS 
MENDOZA con su señora DIANA, me refiero a las anualidades que ha transcurrido, como así 
también se indica en el paginario anexo, ahora bien, si así es la conducta non santa del tal CARLOS 
MENDOZA con su señora DIANA y sus hijos, el cual los saco del apartamento para meter más 
mujeres, siendo así, que buen comportamiento pudo reposar en él como administrador en el Edificio 
Castilla, donde hasta el suscrito he sido irrespetado y amedrentado por dicho elemento, que ya no 
debería vivir en ese edificio, puesto que la verdadera propietaria del apartamento es la señora 
DIANA, que fue sacada de su apartamento, como ya se ha mencionado, como decir, la mando a 
pagar arriendo con sus hijos en otra parte, como si en verdad no existiera el Bienestar Familiar. 
 
4.- No sobra traer a colación, si se tiene en cuenta el contenido anexo correspondiente de folio 29 
al 33, el cual aparecen todos los denunciados, lo extraño es que ante conversación, por celular de 
parte del suscrito, con la nueva administradora me afirmo que CARLOS MENDOZA ya había 
desistido de la denuncia en su contra y de otras personas, siendo así, se confirma una vez más 
que por ese favoritismo y conveniencia, de parte de CARLOS MENDOZA, se cristaliza como falsa 
denuncia en concurso con fraude procesal, empero, ante esa calidad de Fiscales que se soportan 
en la ley 906 de 2004, que permite archivar sin investigar, siendo así, da mucho que pensar lo 
manifestado por los abogados con esa clase de leña nadie puede cocinar, y como si en verdad no 
existieran Procuradurías menos el llamado Consejo de la Judicatura como raíz de todos los males 
a nivel de la impunidad en el Departamento del Atlántico. 
 
5.- Dentro de las falsedades de CARLOS RAMON MENDOZA RIVERO, que fungía como 
administrador del Edificio Castilla, afirmo en la asamblea que el ex administrador LUIS BACA le 
había ordenado subirse el sueldo, empero, todo fue desmentido en la asamblea, la cual hacia 
presencia el señor JORGE VALLEJO y demás copropietarios, cuando el señor LUIS BACA desmintió 
afirmando no haber ordenado subirse ningún sueldo, menos que de esa manera tan artimañosa y 
engañosa de CARLOS MENDOZA, haber acudido ante el Juez de Paz RAUL DE LA TORRE 
PIZARRO, ocultando las verdades, menos que hubiera optado en denunciar a los demás 
copropietarios del Edificio Castilla incluyendo al suscrito, como así podrán analizar el contenido 
anexo, el cual hago una relación así: 
 
A.- De folio 1 al 3 y letra A, está el contenido de la denuncia fechada Noviembre 08 de 2022, remitida 
por correo electrónico a los diferentes Despachos, sin que hasta la fecha se le hayan dado el trámite 
correspondiente. 
 
B.- De folio 4 al 7, lo actuado por la Alcaldía de Barranquilla en atención al incidente de nulidad, el 
cual también se le puso en conocimiento, como así podrán analizar su contenido, entre ello, se 
cristaliza haber violado la competencia de parte del Juez de Justicia y Paz, y como una verdadera 
cuartada con CARLOS MENDOZA. 
 
C.- De folio 8 al 10, fechado Septiembre 24 de 2022, ante la Procuraduría General de la Nación 
Barranquilla y Consejo de la Judicatura, empero, siendo que la denuncia y queja también era 
mediante derecho de petición, todo se ha ocultado, omitido, denegado el debido tramite que se debió 
dar, de igual manera parecen en el primer folio los correos de los diferentes Despachos la cual fue 
remitido también, sin que se le hubiera dado el trámite, lo que los cuestiona también para que se 
vinculen a esta Tutela. 
 
D.- De folio 11 al 13, fechado Julio 04 de 2022, ante el Juez de Paz, como así podrán analizar su 
contenido, sin que se hubiera pronunciado a ese recurso con derecho de petición. 
 
E.- De folio 14 al 17, con fecha julio 28 de 2022, lo actuado por el Juez de Paz, SAUL DE LA TORRE 
PIZARRO, donde provino dado a mi inconformidad el contenido del recurso con derecho de petición 
fechado Julio 04 de 2022. 
 
F.- De folio 18 al 25, con sus anexos, está el contenido del incidente de nulidad fechado Marzo 18 
de 2022, la cual analizaran su contenido ante el debido tramite que se debió dar, pero ello fue 
violado, y que también aparecen los diferentes correos en el folio 18, la cual se les remito también, 
pero todo fue ocultado, omitido y denegado el verdadero tramite que se debió dar. 
 
G.- De folio 26 al 33, podrán analizar el derecho de petición fechado Septiembre 13 de 2022, ante 
la Fiscalía 33 Local y Procuraduría, como así figura en el folio 26 y 28, sin analizan el contenido 



como si tampoco lo hubieran leído, como toda una verdadera irresponsabilidad Fiscal y de la 
Procuraduría. 
 
6.- Retomando nueva mente los puntos anteriores, y ante ese concurso de cuestionamientos 
disciplinarios y penales, se enmarca para que se tenga en cuenta a nivel penal también, lo 
establecido en los artículos 196 y 417 del C.P., como también lo establecido en el artículo 6, de la 
Constitución Política de 1991, que establece: que los funcionarios púbicos son responsables ante 
las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, y por omisión o extralimitación en ejercicio 
de sus funciones, como también lo establecido en: el ARTICULO 31. CONCURSOS DE 
CONDUCTAS PUNIBLES: El que con una acción u omisión o con varias acciones u omisiones 
infrinja varias disposiciones de la ley penal o varias veces la misma disposición, quedara sometido 
a lo que establece la penal más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto sin que 
fuera superior a la suma aritmética de las que corresponda a las respectivas conductas punibles 
debidamente dosificadas cada una de ellas, sigue, de no ser así cuando se puede conseguir una 
verdadera depuración, como si fuera una cueva de impunidades, que no debería existir a nivel 
institucional, más ante esa falla en la prestación de servicio, y como si también ya fuera toda una 
selección de funcionarios católicos, idolatras, masones, ateos como de las sinagogas de satanás, 
pertenecientes a la apostasía de la incredulidad, más blandos que la manteca y lisos como el aceite 
a nivel de la impunidad, y si defraudan al Estado y a los usuarios ante sus millonarios sueldos y nada 
de trasparencia, ahora bien, “si el principio de todas las cosas es el temor de Dios”, que trasparencia 
se puede esperar de funcionarios que ni temor de Dios tienen, resultando pura impunidad, cuando 
en verdad los verdaderos funcionarios que ya deberían de existir a nivel institucional, al menos 
deberían tener en cuenta el contenido de las escrituras: libro de Santiago capítulo 2, 1 de Corintios 
capítulo 6, Éxodo capítulo 18 verso 21, donde el mismo Getro, suegro de Moisés, alerta a los 
verdaderos funcionarios temerosos de Dios que se debería seleccionar, lo que provino un gran éxito, 
de no ser así cuando puede haber trasparencia, no teniendo en cuenta que el fruto de la injusticia y 
la impunidad es por las que ha provenido el mayor generamiento de violencia, y no como un reducto 
de fariseos a nivel de la impunidad, de parte de todos y cada uno de quienes han actuado. 
 
7.- A nivel de prevaricatos por acción y omisión, en el caso que nos ocupa, por ser denuncias con 
Derecho de Petición, cuando no se pronuncian a fondo de lo peticionado, como así lo podrán 
investigar, que se tenga en cuenta la resolución o providencia bajo radicado 20001-60-01231-2012-
00782, fechado Abril 06 de 2022, en el que el Tribunal Sala Penal de Valledupar condeno al Fiscal 
YESID PAYARES AGUILAR, en prevaricatos por acción y omisión, ante su no pronunciamiento a 
fondo a lo peticionado, para que se solicite dicha providencia, y confirmen que los Fiscales, 
Magistrados, Jueces, Auxiliares, Coordinadores, auxiliares de la justicia, etc., también pecan y 
deben ser procesados, más en el caso que nos ocupa, con mayor razón, el debido diligenciamiento 
que se debe dar a la presente TUTELA. 
 

JURATORIA: 
 
Bajo la gravedad de juramento, declaro a quien le pueda corresponder el desatamiento de esta 
Tutela, y teniendo en cuenta los cuestionamientos expresados, que no se había en Tutelado. 
 

VIOLACIONES: 
 
Estas se dan con respecto de los derechos de: 
 
Art 23 C.N. PETICIÓN Y LO ESTABLECIDO EN LA LEY 17-55 DE 2015: Por supuesto y 
que el diligenciamiento de esta tutela provino también, ante lo peticionado según anexo, ocultado, 
rechazado, cuando en verdad por ley se debieron pronunciar a fondo, lo cual no tuvo lugar, ahora 
la misma ley pone en conocimiento: Todo ciudadano se puede dirigir con peticiones respetuosas a 
los diferentes entes para que sean contestados a fondo y a cabalidad de lo peticionado en un 
término establecido de 15 días, al respecto, todo ello fue violado, teniendo en cuenta todo lo y 
relacionado en los anteriores puntos. 
 
Art 29 C.N. DEBIDO PROCESO: No cabe duda que con su acaecimiento y la no formalidad 
invocada, no hizo posible el trámite, los entes mencionados eran a quien le correspondía resolverla, 
como así me réferi, haber solucionado, no ocultando los verdaderos pronunciamientos que se 
debieron dar, algo injustificable que rompe con la rectitud con que se debe manejar el derecho o 
precedente Constitucional. 
 
Art 229 ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: Lo porfiado a la exigencia conlleva a la 
consideración de ser ello propuesto, es una intencionalidad para ahogar o sofocar el fin de interés 



si en verdad no se tuvo en cuenta, cuando en verdad ante lo expresado se debió actuar en derecho 
y no torcido, como realmente se lo merece en el caso que nos ocupa, me refiero a las actuaciones 
dilatorias de una forma y otra, ocultando lo peticionado, cayendo como anillo al dedo a favor de la 
parte cuestionada, y como si fuera algo acordado, para favorecer a la parte cuestionada y como si 
realmente fuera ya prohibido denunciar. Esto en contra vía al artículo 2do del C.G.P., que prevé 
que toda persona natural o jurídica tiene la prerrogativa de que se le Tutele sus derechos, así como 
la defensa de sus intereses y con sujeción al debido proceso, en el caso ni lo uno ni lo otro, porque 
no se ha observado el mandamiento constitucional reglado por el artículo 29 de la Carta Política, ni 
tampoco el señor Fiscal en su sindéresis podía, en una situación como la planteada, olvidar que 
se trataba de lo peticionado ante el debido trámite que se debió dar. 
 
Las demás violaciones anteriormente indicadas no se necesitaría especificación el porqué de los 
cuestionamientos de más violaciones: libre acceso a la administración de justicia Art. 29 de la C.P. 
consagrados como principios fundamentales por el Art. 229 ajusten. Violación también a la defensa 
materia, la debida contradicción, doble instancia y la verdad, como la garantía de un recurso judicial 
efectivo vulnerado, incluyendo las violaciones que se dieron teniendo los artículos 1 - 29 - 228 - 
229 - 330 de la Constitución. No obstante, de indicar por qué las violaciones señaladas 
anteriormente. 
 

PRUEBAS: 
 
Téngase como pruebas todo lo expresado en cada punto, parte de hechos de esta Tutela, lo 
relacionado en los anexos a nivel de cuestionamientos, y su contenido en ellos, me refiero a su no 
pronunciamiento de donde dependió la Tutela y ante los verdaderos pronunciamientos que se 
debieron dar de parte de los diferentes Despachos, teniendo en cuenta todo ya relacionado en cada 
punto, y para más cristalizar los hechos, que se lleve a cabo una acta o inventario a todo el 
expediente, folio por folio con sus respectivas fechas, un resumen de cada contenido con copia al 
suscrito, para de esa manera poder vincular a los responsables. 
 

DERECHO: 
 
En la parte inclusiva de los hechos que advertí se me conculcaron los derechos en la Carta Magna 
el Capítulo I Titulo II y demás, ya puestos en conocimiento. 
 

PETICIONES: 
 
1.- Que se ordene la cesación prevista y el restablecimiento de los derechos vulnerados. 
 
2.- Que se notifique el auto admisorio de la Tutela a todos y cada uno de los ya relacionados y que 
también figuran en el contenido anexo. 
 
3.- En razón a lo ya expresado, que se decrete la nulidad de lo actuado en la conciliación de parte 
del Juez de Paz, SAUL DE LA TORRE PIZARRO, dado al concurso de cuestionamientos. 
 
4.- En atención a lo ya denunciado ante la Fiscalía 33 Local, siendo que se cristaliza la falsedad, 
falso juramento en concurso con fraude procesal contra CARLOS RAMON MENDOZA RIVALDO, 
que se decrete la captura correspondiente, como si en verdad se tuviera en cuenta al denunciante, 
víctima y perjudicado. 
 
5.- Retomando el punto anterior, y dado a la alta peligrosidad contra el suscrito de parte de CARLOS 
RAMON MENDOZA RIVALDO, que le decreten el desalojo del apartamento donde vive, y a su vez 
se le entregue el apartamento a la realmente dueña señora DIANA, el cual deberá intervenir también 
el Bienestar Familiar y Defensoría del Pueblo. 
 
6.- Referente al Juzgado donde se tramita el divorcio, de CARLOS RAMON MENDOZA RIVALDO 
con su señora DIANA, siendo que se ha perpetuado tantos años, que soliciten copia del expediente, 
puesto que se denota la no transparencia de dicho Juzgado, si no fuera así ya estuviera ocupando 
el apartamento la señora DIANA, como real propietaria. 
 
7.- Que también se le dé traslado de la Tutela al señor LUIS BACA, a JORGE VALLEJO, y demás 
copropietarios del Edificio Castilla, en la calle 65B No. 42 – 09, para que también se pronuncien de 
acuerdo a lo ya puesto en conocimiento. 
 
8.- Dado a la gravedad de los cuestionamientos, que también se le dé traslado a la Procuraduría, 



como si en verdad existiera lo establecido en el artículo 277 de la Carta Magna. 
 
6.- Que se tenga muy en cuenta todo el contenido de los anexos de folio 1 al 33. 
 
7.- Que también se le dé traslado al Bienestar Familiar y a la Defensoría del Pueblo en razón a lo ya 
expresado. 
 
8.- Que se tenga muy en cuenta a nivel penal y disciplinario el contenido de los puntos 6 y 7 parte 
de hechos. 
 
8.- Como al suscrito no se manejar computador, que cualquier actuación me remitan copia a mi 
dirección aportada al pie de mi firma. 
 

NOTIFICACIONES: 
 
1.- Las que deben surtirse al suscrito en la calle 65B No. 42-09 Apto. 502. Celular 3044592801, 
whatsapp 319 688 7194 Barranquilla, por no saber manejar computador. 
 
2.- Al Juez de Paz, SAUL DE LA TORRE PIOZARRO, calle 37 No. 43 – 91 oficina 203 Edificio Santo 
Domingo, correo electrónico sauldelatorrepizarro@gmail.com, o por medio de las autoridades 
competentes. 
 
3.- A la Fiscalía 33 Local, a su respectiva sede, y que también figura en los anexos, o por medio de 
las autoridades competentes. 
 
4.- A la Procuraduría General de la Nación Barranquilla, a los mismos correos que figuran a folio 8 
y demás anexos, o por medio de las autoridades competentes. 
 
5.- A la Alcaldía de Barranquilla, por medio de las autoridades competentes, en atención al contenido 
de folio 4 al 7 de los anexos. 
 
6.- A los Copropietarios del Edificio Castilla, como es el ex administrador LUIS BACA, JORGE 
VALLEJO, el nuevo administrador, a la calle 65B No. 42 – 09 Edificio Castilla. 
 
7.- Consejo de la Judicatura del Atlántico, a su sede, o por medio de las autoridades competentes. 
 
8.- Al Bienestar Familiar y Defensoría del Pueblo, por medio de las autoridades competentes. 
 

ANEXOS: 
 
Todo lo correspondiente de folio 1 al 33, como así se relacionan en cada punto. 
 
Lo anterior expuesto ate los hechos narrados en esta TUTELA, lo hago bajo gravedad de juramento 
y me soporto en el Art. 23 de la C.N. y lo establecido en la ley 1755 de 2015. 
 
Atentamente, 
 
 
 
_____________________________ 
JORGE ANTONIO PEREZ ESLAVA 
C.C. No. 13.832.923 de Bucaramanga 
Corre: calle 65B No. 42 – 09 Apto 502 B/quilla – Cel.: 304 459 2801 
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